Contribución de Amnistía Internacional al proceso de consulta sobre el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos
Módulo de Consulta II: Medidas Cautelares

Las medidas cautelares constituyen una herramienta esencial que permite a la CIDH responder rápidamente ante situaciones donde existe un riesgo inminente de daño irreparable a los derechos de una persona o personas, o de un grupo. En dichos casos, la Comisión, como todo otro órgano regional o universal de derechos humanos, debe tener la posibilidad de requerir al Estado la adopción de medidas de protección para que ese daño no se produzca. Así, la posibilidad de dictar estas medidas es intrínseca a un órgano encargado de la protección de los derechos humanos de acuerdo con la Carta constitutiva de la OEA, la Convención Americana y otros instrumentos regionales de derechos humanos.  Estas medidas de protección han sido esenciales para proteger, por ejemplo,  a numerosos defensores y defensoras de derechos humanos en las Américas, cuya vida o integridad muchas veces están en peligro por defender los derechos de otros.

Una vez adoptadas las medidas de protección, es razonable requerir a la Comisión que supervise continuamente la implementación de las medidas y la necesidad de su continuación, pero no es razonable establecer de antemano términos de caducidad de las mismas. Mientras la situación de gravedad y urgencia siga haciendo necesaria la implementación de medidas de protección, las mismas deben ser mantenidas. 
Muchas veces se han realizado señalamientos relativos a una supuesta falta de claridad en cuanto a los criterios tenidos en consideración por la Comisión para la adopción de medidas cautelares. En años recientes la CIDH ha hecho esfuerzos para superar dichas críticas. Así, las reformas introducidas en el 2009 al artículo 25 del Reglamento de la Comisión tuvieron en cuenta varias de las recomendaciones que fueron reiteradas en el informe del Grupo de Trabajo. El actual artículo 25 del Reglamento representa un conjunto completo de reglas relativas a la consideración, adopción e implementación de las medidas cautelares, que a su vez permite a la Comisión la suficiente flexibilidad para poder adaptarse a las diferentes circunstancias que puedan presentarse. El reciente informe sobre la Situación de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos en las Américas emitido en el 2011 clarificó aún más el tema de los criterios utilizados para la adopción de medidas cautelares. Aún cuando la Comisión debe realizar un esfuerzo constante por fundamentar correctamente las medidas que adopte para garantizar la imparcialidad, más que adoptar una nueva reforma reglamentaria sobre este tema la Comisión podría considerar adoptar una guía para que los Estados, víctimas, organizaciones de la sociedad civil y otras partes interesadas puedan tener un documento único de referencia donde encontrar información acerca de la experiencia adquirida sobre el tema y los lineamientos y criterios que se han seguido para la adopción de las medidas. 

Los derechos procesales de los Estados están suficientemente salvaguardados en el proceso de adopción y supervisión de cumplimiento de medidas cautelares. El citado artículo 25(4)(a), por ejemplo, prevé que la Comisión debe considerar si la situación ha sido puesta a consideración de las autoridades nacionales o no, y también las razones por las cuales la situación no ha sido puesta en el conocimiento de dichas autoridades, si ese es el caso. Puede haber razones atendibles por las cuales no fue posible poner la situación a consideración de las autoridades nacionales antes de que se solicitaran las medidas de protección a nivel interamericano. En estos casos, si todos los demás requisitos han sido cumplidos, la Comisión debería mantener la posibilidad de disponer la adopción de medidas cautelares. En el mismo sentido, la idea de requerir obligatoriamente información al Estado previo a la adopción de medidas cautelares por parte de la CIDH no es aceptable dado que pondría en riesgo la eficacia y oportunidad de las mismas. En todo caso, se debe tener siempre en cuenta, que el fin del otorgamiento de medidas cuartelares es evitar daños irreparables a la persona o comunidad . Puede no ser razonable esperar por la presentación de información por parte del Estado antes de adoptar las medidas, o puede ser el caso que existan circunstancias excepcionales que ameriten que la Comisión actúe aún antes de requerir o recibir información del Estado.

En el mismo sentido, la falta de cumplimiento por parte de los beneficiarios con requisitos procesales establecidos por la Comisión –la provisión de determinada información, por ejemplo-  no puede ser per se razón suficiente para levantar las medidas que se han dispuesto. Nuevamente aquí, pueden existir razones suficientes que justifiquen el silencio o inactividad procesal de los beneficiarios; aunque la falta de provisión de información por parte de los beneficiarios puede ser considerada por la Comisión al evaluar la necesidad de mantener o no las medidas, el criterio para su levantamiento debe ser la cesación del riesgo de daño irreparable, no si las partes han actuado o no de acuerdo a la expectativa procesal. 

Una vez dispuestas, la implementación de las medidas debe ser supervisada periódicamente. Todo mecanismo de supervisión de las medidas adoptadas debe ser coherente, proactivo y no simplemente confiar en las partes como proveedoras de información. Una constante supervisión de las medidas por parte de la Comisión debe incluir no sólo una revisión del cumplimiento por parte del Estado con las medidas consignadas, sino una evaluación de la necesidad de su mantenimiento, posible reformulación o eventual levantamiento.
El tipo de medidas de protección necesarias varía dependiendo de la situación de riesgo que se enfrenta. No es recomendable el seguimiento de recetas preestablecidas y rígidas dado que las medidas de protección deben adecuarse a las necesidades de los beneficiarios. Para hacerlas más adecuadas a dichas necesidades,  el diseño de las medidas debe contar con la opinión y participación de las víctimas a efectos de hacerlas efectivas. 

La práctica ha indicado que muchas veces la que está en riesgo de daño irreparable es una comunidad, por ejemplo una comunidad indígena, y no una persona individual. La Comisión debe continuar con la práctica de disponer la protección de comunidades afectadas por un riesgo irreparable sin necesidad de tener que identificar a cada uno de los miembros de la comunidad a ser protegida.  Cualquier reforma al reglamento de la Comisión o de su práctica debe dejar incólume la posibilidad de otorgar medidas tanto para proteger individuos como grupos. La limitación de las medidas cautelares a casos individuales o a determinados derechos humanos representaría un retroceso en la práctica y jurisprudencia de la Comisión que debería ser rechazado. 
En conclusión, el mandato de la Comisión relativo a la posibilidad de adoptar medidas cautelares debe ser preservado y los órganos políticos de la OEA deben resistir cualquier tentación de limitarlo, ya sea en cuanto a la sustancia de los derechos protegidos o de la naturaleza de los beneficiarios, o mediante la adopción de reformas que hagan el proceso de adopción o supervisión de cumplimiento más pesado y menos eficiente. Si bien el establecimiento de criterios claros y procedimientos regulados es deseable, una exagerada regulación y rigidez de dichos procesos puede desnaturalizar las medidas y hacerlas irrelevantes.
